
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / SOLICITUD DE INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / FASES QUE DEBEN CUMPLIRSE PARA ACCEDER A ELLA
El Juzgado, se dijo, concedió el amparo solicitado en cuanto al derecho de petición y le ordenó a la entidad asignar una nueva cita en la que el accionante sea debidamente asesorado sin dilación alguna y una vez presente la documentación pertinente y se verifique si tiene derecho a la indemnización administrativa, dar aplicación al método de focalización y priorización de la indemnización de que trata la Resolución 01958 del 2018.

Pues bien, sea lo primero apuntar que en este tipo de casos el juez constitucional, en principio, no está investido para ordenar el pago de subvenciones humanitarias de manera discrecional o para alterar el sistema de turnos dispuesto por la UARIIV para su entrega; más bien debe procurar por que las autoridades respondan las peticiones y demás solicitudes, “informando a la población desplazada sobre un término cierto y oportuno en el cual recibirá la ayuda humanitaria”. (…)
… pertinente es relievar que en la actualidad, de conformidad con lo dispuesto en el Auto 206 del 2017 y la Resolución 1049 del 2019, el proceso para el reconocimiento de una indemnización administrativa tiene estas fases: 

“Artículo 6. Fases del procedimiento para acceso a la indemnización administrativa. El procedimiento para el acceso de la indemnización administrativa se aplicará para todas las solicitudes que se eleven con posterioridad a la entrada en vigencia del presente acto administrativo y se desarrollará en cuatro fases, así:

a) Fase de solicitud de indemnización administrativa.

b) Fase de análisis de la solicitud.

c) Fase de respuesta de fondo a la solicitud.

d) Fase de entrega de la medida de indemnización”. (…)
De frente a las contestaciones que le han ofrecido al accionante y al volver la vista a la regulación y a la jurisprudencia que acaba de resaltarse, concluye la Sala que, en efecto, tal como se dijo en la sentencia de primera instancia, la UARIV viene dilatando, sin justificación aparente, la reclamación administrativa de marras.

Así se afirma, porque si bien es cierto que le ha agendado la cita en dos oportunidades, también lo es, según afirmó el accionante, que cuando ha asistido a ellas, no le han recibido la documentación que lleva consigo y, por el contrario, se la programan para una fecha posterior y así de manera indefinida ; lo cual tiene coherencia si se tiene en cuenta que la UARIV en sus intervenciones, por ejemplo, omitió explicar qué ocurrió con la cita que estuvo programada para el día 28 de mayo de este año.
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Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte demandante contra la sentencia del 19 de septiembre del 2019, proferida por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, en esta acción de tutela que Cardemio Arteaga Martínez inició contra la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

  


ANTECEDENTES
  



En su propio nombre, Cardemio Arteaga Martínez, acudió a este especial mecanismo, en procura del amparo  de los derechos al mínimo vital y a la dignidad humana  que estima conculcados por la UARIV.
 



Narró, en síntesis, que cuenta con 72 años de edad, es una persona de escasos recursos económicos, con bajo grado de escolaridad y padecimientos de salud; agregó que es víctima del conflicto armado, certificado y registrado en la base de datos de la UARIV, debido al hecho victimizante de desplazamiento forzado por parte de paramilitares en la región Calima Darién. 





En el año 2012, aproximadamente, se postuló para la indemnización administrativa a las víctimas del conflicto armado y desde entonces  ha buscado incansablemente obtenerla por medio de derechos de petición en los que solicita que se le informe, al menos, una fecha para la asignación de la misma; sin embargo, en todos estos años ha obtenido respuestas insatisfactorias, dado que siempre le contestan de modo dilatorio. 





Considera que debido a sus condiciones particulares, debería tener una prioridad para la asignación de la subvención.  





Solicitó, en consecuencia, el amparo de los derechos elevados y que se ordenara a la UARIV, asignarle una fecha cierta para el otorgamiento de la indemnización administrativa a la que tiene derecho él y su familia. 
 



Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia de una contestación emitida por la UARIV con fecha del 9 de septiembre del 2018 y de un derecho de petición que radicó el 24 de abril del 2019. 





El Juzgado de primer grado admitió la acción y corrió traslado a varias dependencias de la UARIV, entre ellas a la Dirección de Reparaciones (f. 25, c. 1).





Compareció al trámite el Representante Judicial de la UARIV quien informó, primero, que el señor Arteaga Martínez está incluido en el RUV, y segundo, que mediante una respuesta que se emitió el 23 de mayo del año que avanza, notificada al actor mediante correo certificado, respondió su solicitud de indemnización administrativa. Por ello solicitó declarar superado hecho que motivó la demanda (f. 33, c. 1). 





Reposa una constancia en el cuaderno de primera instancia, en la que se ve que el demandante informó de las veces que ha acudido a las citas que le han programado pero que no se han realizado (f. 39, c. 1).   
  



Sobrevino la sentencia que concedió la  protección, en consideración a que “aunque no se logró demostrar que el peticionario hubiera agotado los requerimientos descritos por la UARIV, sí manifestó que en repetidas ocasiones ha tratado de atender lo pedido acercándose a las instalaciones de la entidad, sin que por una u otra circunstancia pueda ser asesorado en debida forma” por ello se le ordenó a varias dependencias de la accionada, asignar una nueva cita en la que el accionante sea debidamente asesorado sin dilación alguna y una vez presente la documentación pertinente y se verifique si tiene derecho a la indemnización administrativa, dar aplicación al método de focalización y priorización de la indemnización de que trata la Resolución 01958 del 2018 (f. 40, c. 1). 





Impugnó el actor, para decir que ha tenido decenas de citas en los últimos años, todas infructuosas y dilatorias, porque en últimas nunca le fijan una fecha cierta para la indemnización. Que según la respuesta al derecho de petición que anexó con la demanda no hay duda de que tiene derecho a ella, es decir no hay lugar a determinar si le asiste o no el derecho como se dijo en el fallo, por ello insistió en que debe ordenársele a la UARIV asignar una fecha cierta para otorgar la subvención (f. 48, c. 1).




La accionada allegó un escrito para acreditar el cumplimiento al fallo, en ese sentido explicó que el 24 de septiembre que pasó, emitió un comunicado que le fue enviado al actor, en el sentido de que fue ingresado al procedimiento mediante la “RUTA GENERAL” por lo cual le fue asignada cita para el día 6 de noviembre, a la que deberá asistir con todos los documentos que le han requerido en el pasado. Y que una vez realizada la reunión, dentro del término de 120 días se informarán si es procedente o no el reconocimiento de la medida. En virtud a esa contestación pidió declarar el hecho superado y archivar las diligencias (f. 61, c. 1).   

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa Cardemio Arteaga Martínez, en su propio nombre, acudió a este especial mecanismo en procura de hacer valer los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa principal de que la entidad encartada omite adelantar las gestiones tendientes a reconocerle y pagarle la indemnización administrativa a la que afirma tener derecho.  
Los requisitos generales de procedibilidad de la acción se cumplen en cuanto hay inmediatez, comoquiera que la última petición que se elevó con ese fin data del mes de abril del presente año; y en cuanto a la subsidiaridad, se tiene que si bien existen los medios de control ante la jurisdicción contencioso administrativa, para obtener lo que se depreca, ellos lucen inidóneos cuando se contrastan con sus particulares condiciones de salud, su avanzada edad y las evidencias sobre la carestía económica que soporta él y su núcleo familiar, hacen que el examen se torne menos riguroso, máxime cuando en su condición de víctima, adquiere el estatus de persona de especial protección constitucional. 





El Juzgado, se dijo, concedió el amparo solicitado en cuanto al derecho de petición y le ordenó a la entidad asignar una nueva cita en la que el accionante sea debidamente asesorado sin dilación alguna y una vez presente la documentación pertinente y se verifique si tiene derecho a la indemnización administrativa, dar aplicación al método de focalización y priorización de la indemnización de que trata la Resolución 01958 del 2018.

Pues bien, sea lo primero apuntar que en este tipo de casos el juez constitucional, en principio, no está investido para ordenar el pago de subvenciones humanitarias de manera discrecional o para alterar el sistema de turnos dispuesto por la UARIIV para su entrega; más bien debe procurar por que las autoridades respondan las peticiones y demás solicitudes, “informando a la población desplazada sobre un término cierto y oportuno en el cual recibirá la ayuda humanitaria
”.

En efecto, este Tribunal sostuvo que los jueces de tutela no están investidos de la facultad de ordenar que se realice el pago de la ayuda humanitaria de manera discrecional, automática y generalizada, ante cada solicitud y/o petición de las personas desplazadas que no es resuelta oportuna ni adecuadamente por parte de las autoridades. Por el contrario, con la finalidad de que el recurso de amparo no afecte el derecho a la igualdad, ni se instaure como un trámite preferente y paralelo que termine reemplazando los procedimientos administrativos ordinarios, en la jurisprudencia se estableció que los jueces de tutela deben: (i) respetar el orden de los turnos previamente establecidos por la autoridad competente, de tal manera que la vulneración del derecho de petición no es, prima facie, una razón suficiente para entregar los recursos de la ayuda humanitaria de manera directa y prioritaria; (ii) abstenerse –en ese sentido- de emplear la acción de tutela como mecanismo para alterar dicho sistema de turnos; (iii) exceptuar el acatamiento del orden preestablecido o dar una prelación dentro del mismo, cuando se presenten situaciones excepcionales de urgencia manifiesta o extrema que justifiquen dar un trato privilegiado a determinas personas desplazadas, incluso a pesar de que sólo se haya invocado la vulneración del derecho de petición; y, finalmente, (iv) exigir a las autoridades, en cualquier caso, el deber de responder las peticiones y demás solicitudes, informando a la población desplazada sobre un término cierto y oportuno en el cual recibirá la ayuda humanitaria.

(…)

Como resultado de lo anterior, cuando el juez de tutela tiene conocimiento de casos en los cuales las autoridades vulneran el derecho de petición de las personas desplazadas, cuando éstas solicitan, por ejemplo, la entrega de la ayuda humanitaria o información al respecto, en estas situaciones no es acertado que se ordene, prima facie, la entrega directa de la ayuda respectiva. Por el contrario, la Corte sostuvo que, en principio, los jueces deben proteger únicamente el derecho de petición, y ordenar a las autoridades que den una respuesta de fondo, precisa y oportuna al solicitante.
Aclarado lo anterior y perfilada la coyuntura, es menester, entonces, verificar si las contestaciones ofrecidas a la accionante, son consonantes con los parámetros establecidos en la jurisprudencia patria, que sobre ellos ha dicho
:
1. Por lo anterior, ha considerado la Corte que las solicitudes realizadas por personas víctimas de desplazamiento forzado relacionadas con su situación gozan de protección especial, la cual es particularmente exigible de las instituciones encargadas de la superación del estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento forzado
. Se trata entonces de una protección reforzada del derecho fundamental previsto en el artículo 23 de la Constitución tratándose de víctimas de desplazamiento forzado. Al ejercer su función de revisión de acciones de tutela (artículo 241 numeral 9 de la Constitución), la Corte Constitucional ha establecido distintas sub-reglas que se desprenden de la protección reforzada del derecho de petición, entre las cuales se encuentran las siguientes:

(i) Contestar una solicitud de entrega de ayuda humanitaria con la simple indicación del trámite interno que debe adelantarse para conseguirla, no puede entenderse como una respuesta válida, que satisfaga el derecho fundamental de petición. Una contestación en esos términos constituye una violación del derecho a formular peticiones
.

(ii) Frente a solicitudes de entrega de ayuda humanitaria, las autoridades deben responder indicando una fecha cierta en el que ésta será entregada en caso de que tengan derecho a ella. En todo caso, dicha fecha debe ser razonable y oportuna
.

(iii) Las autoridades no pueden someter a la población desplazada a un “peregrinaje institucional” para acceder a sus derechos, por lo cual es necesario que reciban de ellas una atención definitiva y directa frente a su apremiante situación. Por lo tanto, es necesario evitar por parte de las autoridades respuestas evasivas o simplemente formales
.

(iv) Para que las autoridades cumplan con su obligación de garantizar este derecho, es de “vital importancia” el adecuado manejo, registro y control de la información, con el fin de que las autoridades competentes tengan “pleno conocimiento de las solicitudes recibidas, su estado, trámite y respuesta, así como de su comunicación efectiva al desplazado”. (Se destaca)
Ahora bien pertinente es relievar que en la actualidad, de conformidad con lo dispuesto en el Auto 206 del 2017 y la Resolución 1049 del 2019, el proceso para el reconocimiento de una indemnización administrativa tiene estas fases: 

Artículo 6. Fases del procedimiento para acceso a la indemnización administrativa. El procedimiento para el acceso de la indemnización administrativa se aplicará para todas las solicitudes que se eleven con posterioridad a la entrada en vigencia del presente acto administrativo y se desarrollará en cuatro fases, así:

a) Fase de solicitud de indemnización administrativa.

b) Fase de análisis de la solicitud.

c) Fase de respuesta de fondo a la solicitud.

d) Fase de entrega de la medida de indemnización. (Se destaca)
En la actualidad el accionante, pese a que acreditó que desde septiembre del 2018 elevó la solicitud correspondiente, se encuentra en la primera fase la cual comprende lo siguiente:

Artículo 7. Fase de solicitud de indemnización para víctimas residentes en el territorio nacional. Las víctimas residentes en el territorio nacional que a la entrada en vigencia de la presente resolución no hayan presentado solicitud de indemnización, deberán hacerlo de manera personal y voluntaria, así:

a)
 Solicitar el agendamiento de una cita a través de cualquiera de los canales de atención y servicio al ciudadano dispuestos por la Unidad para las Víctimas. Al agendarse la cita, la Unidad para las Víctimas informará y orientará a la víctima acerca del procedimiento previsto en el presente acto administrativo, así como de los documentos conducentes y pertinentes que deben presentar para cada caso.

b)
 Acudir a la cita en la fecha y hora señalada, y adicionalmente:

1.
 Presentar la solicitud de indemnización con la documentación requerida según el hecho victimizante por el cual se solicita la indemnización administrativa.

2.
 En caso de no presentar la documentación solicitada, la víctima deberá completarla, para lo cual, la Unidad para las Víctimas concederá una nueva cita.

3.
 Una vez se haya presentado la totalidad de la documentación requerida, la víctima debe diligenciar el formulario de la solicitud de indemnización administrativa, en conjunto con la Unidad para las Víctimas y de manera exclusiva con el talento humano que se disponga para tal efecto.

Solo hasta que se haya diligenciado el formulario de la solicitud de indemnización, se entenderá completa la solicitud y se entregará a la víctima un radicado de cierre. (Se destaca)
En este caso concreto están probados los siguientes hechos:

(i) El accionante está incluído en el RUV, de ello da cuenta el oficio de Acción Social que reposa a folio 24 del expediente, y la confirmación de la UARIV en su contestación. 
(ii) Mediante la resolución No. 0600120171555449 del 2017, se reconoció y se ordenó el pago de de una atención humanitaria de emergencia al accionante en nomre de su hogar, consistente en, la entrega de tres giros por valor de $553.000.oo destinados a mitigar aspectos relacionados con la alimentación básica y alojamiento temporal (f. 56, c. 1). Que esa ayuda humanitaria fue entregada en agosto del 2018, según informó en sus contestaciones la accionada. 
(iii) Que el accionante, además de esa ayuda humanitaria, mediante derecho de petición, solicitó saber cuándo sucedería el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa, a la que dice tener derecho, de conformidad con el artículo 3° de la Ley 1448 del 2011. 

(iv)  Frente a lo cual se los siguientes comunicados:

El primero del 9 de septiembre del 2018, en el que se le explicó que (f. 13, c. 1):

“(…) atendiendo su petición, a través de la cual solicita se le informe cuándo se le reconocerá y ordenará el pago de la indemnización administrativa por el hecho victimizante DESPLAZAMIENTO FORZADO, y encontrándonos dentro de la oportunidad legal, nos permitimos dar repuesta en los siguientes términos:
(…)
Conforme a los registros consultados por la Entidad, y la información aportada en la petición, se concluyó que \Usted debe seguir la RUTA GENERAL, por lo que deberá remitir un correo electrónico a indemnizaciónexterior@unidadvictimas.gov.co a partir del 7 de Diciembre de 2018, manifestando su intención de elevar la solicitud de indemnización administrativa. (…)
Otro del 23 de mayo de este año en la que se hizo saber que (f. 29, c. 1):

Para iniciar con el procedimiento, le informamos que le ha sido asignada una cita para el 28/05/2019 a las 2:00PM en CENTRO REGIONAL PEREIRA caso en el cual debe asistir personalmente, salvo que le sea imposible trasladarse, evento en el cual, solicitamos que se comunique de manera inmediata con la Unidad en la Línea Gratuita Nacional (…).
(…)

Una vez usted haya proporcionado estos documentos y diligenciado el formulario de indemnización administrativa, la Unidad para las Víctimas contará con un término de ciento veinte [120] días hábiles para analizar su solicitud y tomar una decisión de fondo sobre si es procedente o no el reconocimiento del derecho a la medida.

Es preciso advertir que, de ser procedente la medida, pero no acreditarse alguna situación de urgencia manifiesta o de extrema vulnerabilidad previstas en el artículo 4 de la Resolución No. 01049 del 15 de marzo de 2019 , la cual deroga la anterior Resolución No. 1958 de 2018, el orden de otorgamiento o pago de la indemnización estará sujeto al resultado de la aplicación del Método Técnico de Priorización.

Y uno último del 24 de septiembre del 2019 en los siguientes términos (f. 61, c. 1) . 

Para iniciar con el procedimiento me permito informarte que le ha sido asignada una cita para el 6 de noviembre de 2019 en el punto de atención centro regional Pereira, aportando los siguientes documentos, fotocopia AMPLIADA AL 150 de cada uno de los integrantes del núcleo familiar salvo que le sea imposible trasladarse al lugar por enfermedad o condición fisica: evento en el cual podrá hacerlo a través de persona autorizada, y diligenciar la afirmación juramentada en formato de la unidad En caso que no le sea posible acudir por otros motivos, solicitamos que se comunique de manera inmediata para su re-agendamiento en la Unidad en Linea o Canal Virtual previsto en la página (…)
Al validar la herramienta de consulta se encontró que aún no se ha realizado el proceso de toma de solicitud por tal motivo debe acercarse a la cita aportada

Teniendo en cuenta que su solicitud de indemnización refiere al (a los) hecho(s) victimizante (s) DESPLAZAMIENTO FORZADO, EL CUAL SE ENCUENTRA EN RUTA GENERAL, usted debe allegar copia simple y legible de la siguiente documentación:
(…)

Una vez usted haya proporcionado estos documentos y diligenciado el formulario de indemnización administrativa, la Unidad para las Víctimas contara con un término de ciento veinte [120] días hábiles para analizar su solicitud y tomar una decisión de fondo sobre si es procedente o no el reconocimiento del derecho a la medida.

De frente a las contestaciones que le han ofrecido al accionante y al volver la vista a la regulación y a la jurisprudencia que acaba de resaltarse, concluye la Sala que, en efecto, tal como se dijo en la sentencia de primera instancia, la UARIV viene dilatando, sin justificación aparente, la reclamación administrativa de marras.

Así se afirma, porque si bien es cierto que le ha agendado la cita en dos oportunidades, también lo es, según afirmó el accionante, que cuando ha asistido a ellas, no le han recibido la documentación que lleva consigo y, por el contrario, se la programan para una fecha posterior y así de manera indefinida
; lo cual tiene coherencia si se tiene en cuenta que la UARIV en sus intervenciones, por ejemplo, omitió explicar qué ocurrió con la cita que estuvo programada para el día 28 de mayo de este año.

Por esas circunstancias, y porque es palmaria la amenaza que se cierne sobre los derechos fundamentales del actor, es que es menester tomar medidas tendientes a que por fin se defina la situación del señor Arteaga Martínez y su núcleo familiar, en relación con la subvención que imploran. 

En ese entendido, se avalará la decisión de primera instancia en tanto concedió la protección, pero se modificará el fallo para que no solo asigne, sino también para que realice la cita y en ella materialice el diligenciamiento del formulario de que trata el artículo 7° de la Resolución 1049 citada, y en consecuencia, le entregue al actor un radicado de cierre. 

Hecho lo cual, le dará el trámite de prioritaria a la solicitud del accionante, de conformidad con lo reglado en el literal a) del artículo 9° de la misma resolución; y en todo caso, se le ordenará emitir el correspondiente acto administrativo de que trata el artículo 11 de la Resolución 1049 citada, mediante el cual reconozca o niegue la medida, dentro de los 30 días siguientes a la notificación de esta sentencia. 
Esto último, ya que en el caso concreto debe sumarse, por un lado, el prolongado tiempo que se ha mantenido al demandante en zozobra, y por otro, las particulares condiciones de salud que lo aquejan (f. 8 a 22, c. 1) y las dificultades económicas que soporta su núcleo familiar contra las cuales nunca se formuló riposta alguna.  
Por otra parte, se modificará la sentencia, en tanto la orden debió dirigirse exclusivamente contra a la Dirección de Reparaciones de la entidad accionada de conformidad con lo consagrado en el Decreto 4802 del 2011
 que dispone:

ARTÍCULO 21. DIRECCIÓN DE REPARACIÓN. Son funciones de la Dirección de Reparación las siguientes:

1. Otorgar, de acuerdo con las instrucciones del Director de la Unidad, a las víctimas la indemnización por vía administrativa, de que trata el artículo 132 de la Ley 1448 de 2011.

2. Ejecutar las acciones tendientes a la entrega a las víctimas de la indemnización por vía administrativa de que trata la Ley 1448 de 2011.

En ese entendido, se adicionará el fallo para declarar improcedente la demanda en relación con las demás dependencias de la UARIV citadas al trámite, pues como se ve, carecen de legitimación en la causa por pasiva. 
DECISIÓN

 



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley:





Se CONFIRMA el numeral PRIMERO de la sentencia dictada por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, el 19 de septiembre del 2019, en esta acción de tutela que Cardemio Arteaga Martínez inició contra la UARIV.




Se MODIFICA el numeral SEGUNDO que quedará así:




Se ordena a la Dirección de Reparaciones de la entidad accionada que dentro de los 10 días siguientes a la notificación de esta sentencia  realice la cita de que trata el artículo 7° de la Resolución 1049 del 2019, y en ella materialice el diligenciamiento del formulario previsto en el último inciso de la misma norma, y en consecuencia, le entregue al actor un radicado de cierre. 





Hecho lo cual, le dará el trámite de prioritaria a la solicitud del accionante, de conformidad con lo reglado en el literal a) del artículo 9° de la misma resolución, y en todo caso, emitirá el correspondiente acto administrativo de que trata el artículo 11 de la Resolución 1049 citada, mediante el cual reconozca o niegue la medida, dentro de los 30 días siguientes a la notificación de esta sentencia.




Se ADICIONA para declarar improcedente la demanda frente a las demás dependencias de la UARIV convocadas al trámite. 




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992. 

  



Oportunamente, remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Corte Constitucional. Auto 206 del 2017.


� Corte Constitucional. sentencia T-377/17


� Corte Constitucional, sentencia T-839/06. 


� Corte Constitucional, sentencia T-630/09.


� Corte Constitucional, sentencia T-496/07.


� Corte Constitucional, sentencia T-745/06.


� Así puede leerse en la constancia que reposa a folio 39 del cuaderno principal. 


� Por el cual se establece la estructura de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas
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